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Resumen: el marco legal reconoce el derecho a la salud en 
nuestra Constitución y en diversos tratados internacionales. 
Estos comprometen al Estado mexicano a aplicar medidas para 
hacerlo efectivo. No obstante, hoy en día tales medidas en pro 
de este derecho no han sido suficientes. Debe haber mayores 
esfuerzos en este rubro, y deben plasmarse en el presupuesto.

Los recursos públicos destinados a la salud están lejos de la 
recomendación internacional. Esto afecta el ejercicio de este 
derecho, así como el gasto en los hogares, dado que no hay co-
bertura para toda la población. México tiene el mayor índice de 
muertes evitables de la OCDE, y los hogares mexicanos cada 
vez destinan más recursos de su bolsillo para la atención mé-
dica. Esta situación obliga a impulsar medidas que amplíen el 
financiamiento a la salud pública, que es clave para gozar de 
una adecuada calidad de vida.

Abstract: the legal framework recognizes the right to health 
in our Constitution and several international treaties, which 
commit the mexican Government to implement measures to 
make this right effective. However, the health situation reveals 
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that current measures are not sufficient. To improve the exer-
cise of the right to health, there must be greater efforts, which 
must be reflected in the budget.

Public expenditure on healthcare is far from the internatio-
nal recommendation. This affects the right to health, as well 
as household expenses for families: there is no coverage for 
the entire population. Mexico has the highest rate of avoida-
ble deaths on OECD, and Mexican households are increasingly 
allocating more out-of-pocket resources for medical care. This 
situation requires the promotion of measures that expand pu-
blic financing for public health, key to enabling an adequate 
quality of life.

Palabras clave: salud, derecho humano, Constitución, gasto 
público, evaluación, presupuesto per cápita.
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I. El acceso a la salud en México:  
el estado de cosas

El acceso a los servicios de salud muestra retrocesos importantes 
en los últimos años. En 2022, el número de personas sin acceso 
a este derecho llegó a 50.3 millones (39.1% de la población), un 
incremento de 151% (30.3 millones) frente a 2018.1 Esto se debe, 
en gran medida, a la caída en la afiliación de las personas sin se-
guridad social al Sistema de Protección Social en Salud (Seguro 
Popular). En 2018, 42.1% de las personas reportaron estar ins-

1	 Coneval, Medición de pobreza 2022, 2023, https://www.coneval.org.mx/
Medicion/MP/Paginas/Pobreza_2022.aspx
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critas a este seguro, mientras que en 2022 solo 13.1% reportó su 
afiliación al programa que lo sustituyó: el Instituto de Salud para 
el Bienestar (INSABI).2 Esto ha reducido drásticamente las con-
sultas médicas para las personas sin seguridad social. En su últi-
mo año de operación (2023), el INSABI otorgó 18.9 millones de 
consultas, 74% (53.7 millones) menos que en 2018. (Gráfica 1)

El desmantelamiento del Seguro Popular, seguido de la ma-
lograda implementación del INSABI, vigorizó la ya de por sí alta 
demanda por servicios privados de atención a la salud. En 2022, 
el 59.9% de las personas que recurrieron a atención médica lo hi-
cieron en el sector privado, 13.3% más que en 2018. (Gráfica 2)

2	 México Evalúa, Hacia la privatización de facto de la atención a la salud: 
2T 2023, 2023, https://numerosdeerario.mexicoevalua.org/2023/08/17/
el-remedio-a-la-enfermedad-se-ve-aun-mas-lejos-2t-2023/#:~:text=Al%20
2T%20de%202023%20el,ha%20tenido%20un%20respaldo%20presupuestal
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La capacidad limitada de los sistemas públicos de salud in-
crementa la demanda de privados. Por lo anterior, las familias 
mexicanas gastan más en servicios de salud. Los hogares más 
afectados han sido los de menores recursos. 

El decil 1 —la población en condición socioeconómica más 
vulnerable— dedicó el 4.2% de su ingreso a obtener servicios de 
salud en 2022. Esto es superior al 2.9% observado en 2018. Si nos 
enfocamos en los gastos catastróficos de toda la población, es decir 
cuando más del 30% de los ingresos disponibles se destinan a en-
fermedades crónicas o para financiar algún tratamiento complejo, 
1 millón de hogares (2.7% del total) incurrieron en estos gastos 
catastróficos en 2022, más de 340 mil hogares más que en 2018.3

¿Cómo se compara México frente a otros países en materia de 
acceso a la salud? Mientras la mayoría de los países de la OCDE ha 
logrado una cobertura universal o casi universal para un conjun-
to básico de servicios de salud (consultas, pruebas y exámenes, y 
atención hospitalaria), nuestro país es el único que se encuentra 
lejos de esta cobertura pública total. (Gráfica 3)

3	 Idem.
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A la falta de cobertura universal, hay que agregar que México 
es el país de la OCDE con el menor número de consultas médicas 
presenciales al año por persona: 1.5, tres veces menos que el pro-
medio de la OCDE y nueve veces menos que el país que registra 
el número de consultas más alto. A esta preocupación se suma el 
retroceso en este indicador a lo largo de los años: el promedio de 
consultas anuales por persona en México era 2.2 en 2019 y 2.7 
en 2011.4

Adicionalmente, mientras que la tasa de mortalidad por 
causas prevenibles fue de 158 muertes por cada 100,000 perso-
nas en los países de la OCDE, en México fue 435 (último lugar 
de la OCDE). A su vez, la tasa de mortalidad por causas trata-
bles en los países de la OCDE fue de 79 por 100,000 habitantes, 
pero en México fue de 230.5 Incluso frente a otros países lati-
noamericanos, el país se sitúa en una situación bastante crítica. 
(Gráfica 4)

4	 OECD, Health at a Glance 2023.
5	 Idem.
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II. ¿Qué compromete el derecho 
 a la salud en México?

La protección de la salud para todas las personas está definida 
en varias legislaciones del Estado mexicano, por lo que el Gobier-
no está obligado a garantizarla. En nuestra Constitución, el dere-
cho es reconocido en el artículo 4, que también establece que se 
definirá un sistema de salud para quienes carezcan de seguridad 
social (CPEUM, art. 4). De acuerdo con la Ley General de Salud, 
la protección de este derecho implica, entre otras cosas, prolon-
gar y mejorar la calidad de la vida humana, disfrutar de servicios 
médicos y hospitalarios que satisfagan eficaz y oportunamente las 
necesidades de la población, y promover los hábitos saludables y 
la prevención de las enfermedades (Ley General de Salud, art. 2).

Además, derivado de sus resoluciones, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha fijado criterios que deben ser observados 
por las autoridades sanitarias. Estos criterios son:6 

6	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Comunicado de prensa núm. 221/2021, 
https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/noticia.asp?id=6529
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•	 Debe brindarse asistencia médica y tratamiento de forma 
oportuna, permanente y constante.

•	 Se deben adoptar las medidas necesarias —hasta el máxi-
mo de los recursos que se dispongan—, para lograr pro-
gresivamente la plena efectividad del derecho a la salud.

•	 Se deben valorar criterios (subjetivo, objetivo, temporal 
e institucional) que garanticen el derecho humano a la 
salud.

No menos importantes son los tratados internacionales que 
reconocen el derecho a la salud y a los que México se adhiere. 
Entre ellos se encuentran la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre; o el Protocolo adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”. 
Estos tratados exigen que el Estado mexicano emprenda medidas 
para garantizar este derecho.

Por ejemplo, el protocolo de San Salvador compromete de 
manera particular a los países a la inmunización total contra las 
principales enfermedades infecciosas o la satisfacción de las ne-
cesidades sanitarias de los grupos de más alto riesgo (Protocolo 
adicional a la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
1988). En México, estos instrumentos pueden ser invocados por 
los individuos al acudir a los tribunales a reclamar una potencial 
violación del derecho humano a la salud.

La administración federal anterior, a cargo de Andrés Ma-
nuel López Obrador, promovió medidas legislativas sobre este 
particular. En 2019, el Gobierno presentó una iniciativa de rango 
constitucional en materia de bienestar que incluía la creación del 
Sistema Nacional de Salud para el Bienestar. Sin embargo, la ini-
ciativa se presentó sin una evaluación de impacto presupuestario 
—pese a que lo obliga la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria—, y fue aprobada por el Congreso en 2020. 
No contar con esta evaluación resta efectividad al cumplimiento 
de ese derecho y dificulta la materialización del mandato cons-
titucional. Identificar las necesidades presupuestales era un pri-
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mer paso para la correcta implementación de esta iniciativa, pues 
hubiera ofrecido información a los legisladores para conocer los 
recursos fiscales presentes y futuros que deberán autorizar.

En febrero de 2024, el expresidente López Obrador presentó 
una iniciativa de reforma constitucional para la atención médica 
integral, universal y gratuita. La propuesta consiste en reconocer 
en la Constitución que el Estado debe garantizar esta atención 
médica, incluyendo estudios médicos, intervenciones quirúrgi-
cas y medicamentos. Sin embargo, la iniciativa volvió a carecer 
de una evaluación que cuantificara los costos de hacer esos dere-
chos accionables para todos los mexicanos.7

Si esos derechos que buscan establecerse en la Constitución 
no son metodológicamente transparentes y no se acompañan de 
un presupuesto objetivo (es decir calculado por número de afilia-
dos), su inclusión en la Constitución solo podrá ser aprovechada 
por las personas que puedan judicializarlos ante los tribunales fe-
derales. Mientras tanto, el grueso de la población, especialmente 
las personas sin seguridad social seguirán padeciendo un acceso 
limitado a la atención médica integral, universal y gratuita.

Por último, el derecho a la salud se fortalecería si la legis-
lación definiera un paquete de prestaciones sanitarias básicas y 
comunes —el ideal de salud universal para todos los mexicanos— 
financiado con recursos públicos, que pueda utilizarse en cual-
quier sistema de sanidad, incluidos los del sector privado. Esto 
presupone la interoperabilidad de los sistemas, que permitiría 
eficientar la atención al identificar el servicio que tenga la dispo-
nibilidad de atender al paciente en el menor tiempo posible. Se-
ría una manera de priorizar el derecho a la salud de cada persona 
por encima de trabas y procedimientos burocráticos.

III. Gasto público en salud

Dado que los recursos presupuestarios son limitados, la Admi-
nistración Pública y el Congreso deben asignar los recursos a di-

7	 Al 8 de enero de 2025, la iniciativa no se ha aprobado y continúa en trámite 
legislativo.
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versas funciones públicas con base en las prioridades y visión de 
país que buscan. En esto, algunas funciones se ven más beneficia-
das o perjudicadas que otras, de modo que la salud compite con 
otros programas públicos para su financiamiento.

Como porcentaje del gasto total, en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación 2025, el monto destinado a salud represen-
tará solo el 9.5%: el más bajo desde 2016.8 Esto indica que otros 
conceptos del gasto han desplazado en importancia a la salud, 
como lo son las pensiones no contributivas o el pago del servicio 
de la deuda. (Gráfica 5.)

En términos nominales, el gasto funcional en salud en 2025 
será de 881 mil millones de pesos (mmdp), 12.2% menos o 122 
mmdp de recorte frente a lo aprobado en 2024. La caída se debe a 
que el presupuesto para las personas sin seguridad social formal 
será de 298 mmdp, es decir una caída de 22% (84 mmdp) contra 
lo que se autorizó en 2024. Estas reducciones colocarán al gasto 
público en salud en 2.4% del PIB, el nivel más bajo desde 2020. 
(Gráfica 6)

8	 México Evalúa, Cinco evidencias de las finanzas públicas en el Paque-
te Económico 2025, 2024, https://www.mexicoevalua.org/wp-content/
uploads/2024/12/5puntos-paqueteeconomico.pdf
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De acuerdo con la Organización Panamericana de la Salud, 
los países que han logrado mayores avances hacia la cobertura 
universal tienen un gasto público en salud de al menos el 6% de 
su PIB. Si bien este porcentaje no es suficiente por sí solo, un 
mayor gasto en salud es un requisito previo para combatir las 
desigualdades y avanzar hacia la cobertura y el acceso universa-
les en la materia.9 

Los datos revelan que estamos lejos de ese 6% recomendado 
internacionalmente. Por ello es importante que el Estado mexi-
cano dirija más recursos públicos para ampliar el acceso y los 
servicios públicos relativos a este derecho.

Desde una perspectiva comparada, los niveles de gasto públi-
co en salud colocan a México en los últimos lugares de la OCDE. 
En 2021, México (10.5%) fue uno de los tres países de esta orga-
nización que menos gastó como porcentaje de su gasto público 
total. (Gráfica 7)

9	 Pan American Health Organization, Fiscal Space for Health in Latin Ame-
rica and the Caribbean, Washington, D.C., 2020.
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Naturalmente, los bajos niveles de gasto público en salud  
orillan a la población a atenderse en el sector privado, y en con-
secuencia, destinar más recursos de sus bolsillos para este fin. 
De hecho, el gasto de bolsillo representa el 41% del gasto total 
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en salud en México, el más alto de la OCDE, en donde represen-
ta poco menos de una quinta parte de todo el gasto en salud en 
2021. (Gráfica 8)

IV. Financiamiento de la salud de  
las personas con y sin seguridad social

La provisión de servicios públicos de salud se organiza en dos 
grandes categorías distintas: en las personas que cuentan con 
seguridad social, principalmente a través del Instituto Mexica-
no del Seguro Social (IMSS) y el Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE); y en 
las personas sin seguridad social, principalmente a través del 
organismo público Servicios de Salud del Instituto Mexicano 
del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-Bienestar), que has-
ta 2019 se denominó Seguro Popular y, posteriormente hasta 
2023, INSABI.

Debido al diseño jurídico que las ampara, el Gobierno fe-
deral no puede reducir las aportaciones al IMSS e ISSSTE. Por 
lo tanto, estas instituciones gozan de un financiamiento estable 
y actualizable. En contraste, la Ley General de Salud estable-
ce que el financiamiento de IMSS-Bienestar se determina con-
forme a lo autorizado en el presupuesto de egresos, por lo que 
la estructura de financiamiento del IMSS-Bienestar permite al 
Gobierno y al Congreso asignar recursos con más discreciona-
lidad. La consecuencia es la reducción de su financiamiento y 
la disparidad presupuestal entre el gasto por afiliado entre los 
sistemas de personas con seguridad social y sin seguridad so-
cial. (Gráfica 9)
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Anteriormente, el Seguro Popular corría menos riesgo de so-
meterse a decisiones discrecionales del Gobierno porque había 
más claridad sobre su fondeo. Sin embargo, esta disposición fue 
eliminada. (Tabla 1)
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De hecho, la reforma a la Ley General de Salud de 2019 po-
dría considerarse contraria al principio de progresividad de dere-
chos humanos, establecido en el artículo 1 de la Constitución. En 
tanto que las reformas a la Ley General de Salud de 2003 y 2009 
robustecieron el artículo 77 bis 12 para dar garantías al finan-
ciamiento del sistema de salud para las personas sin seguridad 
social (cuota social por familia y, posteriormente, por persona 
afiliada), en la reforma de 2019 se quitó este mecanismo que ha 
posibilitado la reducción de los recursos asignados a las institu-
ciones de salud para las personas sin seguridad social. 

México Evalúa ha identificado que el Gobierno contabiliza 
como gasto en salud transferencias entre los fideicomisos del 
sector salud y la Tesorería de la Federación (Tesofe).10 Estas 
transacciones afectan la trazabilidad financiera, lo que hace im-
posible que la ciudadanía conozca el destino final de esos recur-
sos. Es indispensable que la Cuenta Pública refleje el gasto una 
vez que se hayan consolidado las operaciones que llevan a cabo 
las cuentas de los fideicomisos públicos con la Tesofe.

V. ¿Cómo reforzar el marco presupuestal  
para dar más garantías al cumplimiento 

 del derecho a la salud?

El Estado mexicano debe reconocer el derecho de los mexica-
nos a acceder a un conjunto de servicios de carácter preventivo, 
curativo, paliativo y de rehabilitación establecidos en un paque-
te común de prestaciones y servicios médicos, vinculantes para 
las instituciones públicas de salud federales y estatales. De esta 
manera, se fijaría un piso mínimo que cerraría las brechas en el 
acceso y cumplimiento del derecho a la salud. Dicho paquete se-
ría el primer piso para materializar el multicitado concepto a la 
salud universal. Además, sería la base de un sistema para presu-
puestar los recursos por usuario.

10	 México Evalúa, Tesofe, Fonsabi y la simulación del gasto en salud: análisis 
anual 2022, 2023, https://numerosdeerario.mexicoevalua.org/2023/02/22/
tesofe-fonsabi-y-la-simulacion-del-gasto-en-salud-analisis-anual-2022/
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Por otro lado, demostramos que los recursos públicos desti-
nados a la salud no son suficientes. El respaldo presupuestal de 
la política de salud debe descansar en un marco legal que asegu-
re el ejercicio pleno de este derecho. Una manera, es mediante 
una garantía presupuestal en la ley que permita al país atender 
la recomendación internacional de destinar el 6% del PIB a esta 
materia. 

La Ley General de Salud podría considerar esta disposición, 
acompañada de otras medidas. Por ejemplo, la suficiencia pre-
supuestal del sistema de salud para las personas sin seguridad 
social debería considerar un presupuesto per cápita, con base en 
una estimación de la población sin acceso a sistemas de seguri-
dad social.

Es importante reducir las amplias facultades del Gobierno 
para ejercer discrecionalmente el gasto sanitario. A pesar de que 
el presupuesto del sector transita por un proceso democrático 
en donde el Congreso determina los montos a gastar durante el 
ejercicio fiscal, no hay controles para que se cumpla el manda-
to legislativo plasmado en el presupuesto de egresos. Por ello, 
es importante que la legislación prevea restricciones para que el 
gasto de las entidades enfocadas a la salud pública no sea redu-
cido libremente por el poder ejecutivo. Si el Gobierno pretende 
hacer recortes al gasto de esas entidades, el Ejecutivo tendrá que 
solicitar la autorización al Congreso, con una motivación robusta 
y una comparecencia pública.

El funcionamiento y la operación de fideicomisos como el 
Fondo de Salud para el Bienestar deben regularse en una ley es-
pecial o con disposiciones más amplias y robustas dentro de la 
Ley General de Salud. La nueva regulación debe considerar que  
los recursos del Fondo de Salud para el Bienestar (Fonsabi)  
que regresen a la Tesofe pueden gastarse desde la Tesofe exclusi-
vamente en el sector salud. Además, deberán fortalecer sus polí-
ticas de transparencia para dar a conocer sus estados financieros, 
llevar a cabo y publicar evaluaciones imparciales del alcance de 
sus objetivos, y una integración plural y con miembros indepen-
dientes.
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